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CONTESTACION DEMANDA 2019-00036

GUILLERMO VELASCO <velasco.mosq@gmail.com>
Vie 13/01/2023 3:51 PM

Para: Juzgado 01 Administrativo - Cundinamarca - Facatativa <jadminfac@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Proceso No:     2019-00036-00

Pretensión:      Nulidad y Restablecimiento del derecho

Demandante:   LADY RUTH TRIANA

Demandado:    MUNICIPIO DE MOSQUERA

Actuación:       Contestación de la Demanda

--

Cordial saludo, 

Respetuosamente adjunto escrito de contestación de demanda de la referencia,
poder, pruebas y anexos.

 
GUILLERMO VELASCO TOVAR

PROFESIONAL ESPECIALIZADO

SECRETARÍA JURÍDICA

MUNICIPIO DE MOSQUERA CUNDINAMARCA
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Señores: 
JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE FACATATIVÁ  
E.S.D. 
 

Proceso No:     2019-00036-00 
Pretensión:      Nulidad y Restablecimiento del derecho 
Demandante:   LADY RUTH TRIANA 
Demandado:    MUNICIPIO DE MOSQUERA 
Actuación:       Contestación de la Demanda 

 
 

GUILLERMO VELASCO TOVAR, mayor de edad, identificada como aparece al pie 

de mi firma, en mi condición de Apoderado del  Municipio de Mosquera, conforme a 

las facultades conferidas al poder otorgado, por medio del presente escrito me 

permito contestar la demanda de la referencia, en los siguientes términos: 

 
 

1. PETICIÓN ESPECIAL: 
 

Previo a contestar la demanda, me permito solicitar al Despacho DESVINCULAR 
de la presente demanda al Municipio de Mosquera, toda vez que la entidad 
demandada y  llamada a responder en el evento de una condena es LA NACIÓN 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN, es decir, que el Municipio de Mosquera, como ente 
territorial no goza de legitimación en la causa por pasiva, como se argumenta en el 
acápite de razones de la defensa y  excepciones, por cuanto éste, no está llamado 
a responder, ya que el reconocimiento, trámite y pago de las prestaciones 
económicas corresponde al Magisterio y se encuentra a cargo del Fondo Nacional 
del Magisterio, el cual es administrado por la FIDUPREVISORA, pues la Secretaría 
de Educación actúa como delegada. 
 

II. A LAS PRETENSIONES: 
 
Me opongo  a que mi representada asuma la responsabilidad administrativa toda 
vez, que la Secretaría de Educación de Mosquera realiza los pagos de salarios y 
prestaciones a los docentes con recursos del Sistema General de 
Participaciones, es decir, estos pagos los hace directamente la Nación – 
Ministerio de Educación Nacional, para lo cual, se utiliza el software - SISTEMA 
DE INFORMACIÓN HUMANO, plataforma que se encuentra debidamente 
parametrizada por el Ministerio de Educación y que no permite modificación de los 
factores salariales.  
 
Me opongo a la solicitud del pago de bonificación por servicios prestados, 
establecida por el artículo 3 del Decreto 451 de 1984, derogado por el artículo 18 
de 1995, el artículo 42 del Decreto 1042 de 1978, además el articulo 1 Decreto 2418 
de 2015, pues la bonificación por servicios prestados es un beneficio salarial y no 
prestacional, no puede aplicarse a los empleados públicos del nivel territorial.  
 
 

III. A LAS CONDENAS: 
 

Me opongo al reconocimiento y pago de la BONIFICACION POR SERVICIOS 
PRESTADOS, solicitada por la parte actora, en virtud a lo establecido en el artículo 
104° del decreto 1042 de 1978, el cual excluye a los docentes de su aplicación, 
como más adelante lo enunciaré. 
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Respetuosamente, solicito se condene al pago de las agencias y las costas 
procesales a la parte actora. 

IV. A LOS HECHOS: 
 
1. No es cierto, por cuanto según el certificado de historia laboral, la señora LADY 
RUTH TRIANA fue nombrada en propiedad en la planta global de cargos de la 
Secretaria de Educación de Cundinamarca, ingresó el 14 de agosto 1985, según 
Decreto No. 02017 de fecha 25 de julio de 1985,  al municipio de Caparrapi - 
Cundinamarca.  
 
2. No es un hecho. Es una libre interpretación. 
 
3. Es cierto.  No la ha recibido por cuanto no tiene derecho a la bonificación que 
reclama, toda vez que la misma no se aplica a los docentes de conformidad a lo 
ordenado y expuesto en la Sentencia C-566 de 1997 que declaró exequible el 
artículo 104 del Decreto 1042 de 1978, que excluye a los docentes de su aplicación. 
 
4. Es cierto, a través de radicado SAC 2018PQR6951, la apoderada de la docente 
radicó reclamación administrativa de bonificación por servicios prestados ante la 
Secretaria de Educación de Mosquera. A través del Oficio No. 1106.23 – 1683 del 
primero de octubre de 2018 se dio respuesta, en la cual se le informaron las 
excepciones a la aplicación del Decreto 1042 de 1978, en las cuales se sustenta la 
no cancelación a los docentes de la bonificación por servicios prestados. 
 
5.  No es un hecho. Es una libre interpretación. 
 
 

V. RAZONES DE  DEFENSA: 
 

A continuación se esgrimen las razones de hecho y derecho que sustentan este 
documento: 
 
En lo tocante a la violación de las disposiciones invocadas por la demandante como 

causal de nulidad, es claro que no existe violación alguna por parte de la 

administración municipal con la expedición del oficio que es objeto de demanda, 

mediante el cual se negó la petición de la bonificación por servicios, en razón a  que 

las normas violadas no afectan la Constitución Política de Colombia ni las normas 

citadas, pues esta fue la expresión de voluntad del nominador, constituyéndose en 

el querer, la intención, la actitud consciente y deseada, no del consentimiento que 

se forma en el órgano administrativo que resuelve de fondo el actuar de la 

administración, que decide y es creadora de efectos jurídicos, por consiguiente no 

tiene ningún fundamento discutir sobre su legalidad o ilegalidad, como quiera que 

la administración está sujeta en su actividad al ordenamiento jurídico, es decir, que 

todos los actos que dicta respetan las normas superiores, por lo que se colige que 

la administración debe dar cumplimiento a lo establecido en la ley. 

 
El Decreto 1042 de 1978 expresamente señala que el mismo no es aplicable al 
personal docente y tampoco a los empleados que tienen sistemas especiales de 
remuneración legalmente aprobados. 
 
El Decreto citado no es aplicable para el personal docente y tampoco para 
empleados que tienen régimen  especial de remuneración, situación en la que se 
encuentran los docentes a partir de la expedición del Decreto Ley 2277 de 1979, 
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para quienes el Gobierno  expide año por año sus decretos salariales, por lo tanto, 
la remuneración de los maestros está determinada por el escalafón nacional 
docente. 
 
En este orden de ideas,  constituyen una categoría especial de empleados oficiales,  
con un régimen especial único de aplicación restringida, se infiere que el resultado 
que se pretendió obtener no fue el de violar la Constitución y la ley para alguien que 
está cobijado por un Régimen Especial, lo cual hace incompatible  que se  aplique 
el Régimen General de los servidores públicos,  pues como se ha reiterado, el 
Decreto 1042 de 1978, claramente lo excluyó de esta prestación. Lo anterior, en 
armonía con lo establecido  en la carta Política, artículo 150 numeral  1, literal c y 
en concordancia con la ley 4 de 1992. 
 
En consecuencia, es necesario  profundizar en los siguientes aspectos:  

 

1. RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL: 
 

COMPETENCIA PARA CREAR Y REGLAMENTAR  LOS FACTORES 
SALARIALES: 

 
Reiteradamente la jurisprudencia del  Consejo de Estado se ha basado en el artículo 
150 de la Carta Política, numeral 19, literal e que al respecto preceptúa: 
 
“Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones:   
 
(…) fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos…” 
 
Por ello, cualquier acción contra un acto administrativo que se emita por parte de 
las entidades territoriales con base en las leyes existentes es abiertamente contraria 
a derecho por no ser ellos los llamados a ejercer reconocimiento alguno.  
 
Complementariamente, de acuerdo al artículo 189 numeral 11 de la Constitución, 
corresponde al Presidente de la República reglamentar dichas leyes. 
 
Por otra parte, la Ley 4 de 1992,  establece en su artículo primero claramente: “El 
Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y objetivos contenidos en 
esta Ley, fijará el régimen salarial y Prestacional de:  
 
a) Los empleados públicos de la Rama Ejecutiva Nacional, cualquiera que sea su 
sector, denominación o régimen jurídico” 
 

APLICABILIDAD DEL DECRETO 1042 DE 1978 

El Decreto 1042 de 1978, por el cual se establece el sistema de nomenclatura y 
clasificación de los empleos de los Ministerios, Departamentos Administrativos, 
Superintendencias, Establecimientos Públicos y Unidades Administrativas 
Especiales del orden nacional, por medio de la cual se fijan las escalas de 
remuneración correspondientes a dichos empleos y se dictan otras disposiciones, 
dispone: 

“… ARTICULO 1o. DEL CAMPO DE APLICACIÓN. El sistema de 
nomenclatura, clasificación y remuneración de cargos que se 
establece en el presente Decreto regirá para los empleados 
públicos que desempeñan las distintas categorías de empleos de 
los ministerios, departamentos, administrativos, superintendencias, 
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establecimientos públicos y unidades administrativas especiales del 
orden nacional, con las excepciones que se establecen más 
adelante. Artículo 3, modificado por el artículo 3 del Decreto 2503 
de 1998 establece:  

ARTÍCULO 3. DE LA CLASIFICACIÓN DE LOS EMPLEOS. Según 
la naturaleza general de sus funciones, la índole de sus 
responsabilidades y los requisitos exigidos para su desempeño, los 
empleos de las entidades a las cuales se refiere el presente decreto 
se clasifican en los siguientes niveles jerárquicos:  

Directivo, Asesor, Ejecutivo, Profesional, Técnico y Asistencial… 

“…ARTICULO 104. DE LAS EXCEPCIONES A LA APLICACIÓN 
DE ESTE DECRETO. Las normas del presente Decreto no se 
aplicarán a las siguientes personas, cuya remuneración se 
establecerá en otras disposiciones:  

(…) 

b) Al personal docente de los distintos organismos de la Rama 
Ejecutiva.        

c) A los empleados de las entidades que tienen sistemas 
especiales de remuneración legalmente aprobado, salvo lo 
previsto en el artículo 72. (Negrilla fuera de texto) 

(…) 

Así lo reiteró nuestra H. Corte Constitucional en Sentencia C-566 de 1997, 
Magistrado Ponente: Dr. VLADIMIRO NARANJO MESA, en sentencia de fecha seis 
(6) de noviembre de mil novecientos noventa y siete (1997), al decidir la demanda 
de inconstitucionalidad formulada contra el literal b) del artículo 104 del Decreto 
1042 de 1978, expuso: 

“…Considera la Corte que la norma demandada, en cuanto ordena 
excluir al personal docente de los organismos de la Rama Ejecutiva 
de la aplicación del régimen salarial general de los empleados 
públicos, persigue el respeto de ciertas conquistas laborales de este 
sector de trabajadores, que se erigen en derechos adquiridos, 
aparte de reconocer que las peculiaridades del ejercicio de la 
docencia ameritan la consagración de un estatuto laboral, salarial y 
prestacional adecuado a las particularidades de este servicio...  

Como ya lo ha dejado sentado esta Corporación el establecimiento 
de regímenes laborales especiales, en cuanto garantizan un nivel 
de protección igual o superior, en relación con los regímenes 
generales, resulta conforme a la Constitución, como quiera que la 
disparidad de trato que propician estos regímenes especiales 
resulta razonable, ya que, en su virtud, se desarrollan y respetan 
los postulados del artículo 58 de la Carta Política, el cual garantiza 
"los derechos adquiridos con arreglo a leyes civiles, los cuales no 
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores". 

En efecto, las normas especiales en materia laboral contenidas en el Decreto 2277 
de 1979 y en la ley 4a de 1992, corresponden a conquistas laborales de este sector 
de trabajadores, que la legislación posterior, -entre ella el decreto en el cual se 

http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/decreto_2503_1998.htm#3
http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/decreto_1042_1978_pr001.htm#72
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inscribe la norma demandada- no podía desconocer sin vulnerar derechos 
adquiridos y de contera, el artículo 58 de la Carta Política. 

Por ello, en términos generales, el sometimiento a un régimen salarial y prestacional 
especial de los docentes vinculados a la Administración Pública,  en sus distintos 
niveles, régimen especial que contempla iguales o mejores condiciones laborales 
que las reconocidas de manera general a los servidores públicos, no lesiona la 
Constitución sino que, más bien, posibilita la cabal observancia del mandato 
contenido en el artículo 58 de la misma, en cuanto protege los derechos adquiridos 
conforme a leyes anteriores. Desde este punto de vista, la norma demandada, 
considerada aisladamente, se ajusta a la Constitución. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional, oído el concepto 
del señor Procurador General de Nación, y cumplidos los trámites previstos por el 
Decreto 2067 de 1991, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato 
de la Constitución, RESUELVE: Declarar EXEQUIBLE el literal b) del artículo 104 
del Decreto 1042 de 1978…”. (Resaltado y subrayado nuestro).  

En  consecuencia el Decreto 1042 de 1978,  se refiere a la bonificación por servicios 
prestados como un beneficio salarial y no prestacional, taxativamente  el artículo 
104  excluye su aplicación al personal docente,  La sentencia C-566 de 1997, 
constituye PRECEDENTE JUDICIAL, cuyo desconocimiento provocaría el 
desconocimiento de los derechos fundamentales de la demandada, lo cual daría 
paso a una vía de hecho, ya que los jueces están obligados a  acatar el precedente 
dictado por las altas cortes, en especial del juez de cierre,  o en su defecto a  
justificar su alejamiento del mismo. 

 
 
SENTENCIA  C-402 DE 2013 DE 3 DE JULIO DE 2013: 

 
Sobre el artículo primero del Decreto 1042 de 1978, la Corte Constitucional en la 
sentencia indicada ha manifestado que: 
 

“Conforme a  la línea jurisprudencial de esta Corporación, la determinación del 
régimen salarial  de los servidores públicos  del orden territorial responde a una 
fórmula de armonización  entre el principio del Estado Unitario y el grado de 
autonomía  que la Constitución reconoce a las entidades locales.   A partir de 
este marco,  el Congreso y el Gobierno  fijan los criterios  y objetivos generales  
a los que se sujetan las entidades  territoriales para el ejercicio  de sus 
competencias, de raigambre  constitucional, para la fijación  de las escalas 
salariales y los emolumentos  de los cargos adscritos a ellas.  De esta manera, 
cada entidad territorial  está investida  de la facultad  de determinar  los 
aspectos concretos  de su régimen salarial, que respondan a las 
particularidades  del ejercicio de la función  pública en cada departamento, 
municipio o distrito, así como las variables presupuestales,  la estructura  
institucional  de la entidad territorial…” 

 
En consecuencia,  tanto a partir  de la Constitución derogada como de la Carta 
Política vigente, el Gobierno tiene vedado  extender el campo  de regulación  a 
la determinación  del régimen  salarial de los servidores  públicos  de la Rama 
Ejecutiva del nivel territorial. Además, dicha extensión no puede llevarse 
válidamente  a cabo  de acuerdo al parámetro constitucional  vigente, merced del 
grado de autonomía anteriormente explicado.        

 
APLICACIÓN DE LA LEY 91 DE 1989 

 
RÉGIMEN ESPECIAL PARA LOS DOCENTES 
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El Decreto 2277 de 1979 (artículo 3, 32, 35) y la ley 115 de 1994 (derogados algunos 
artículos),  normas de carácter nacional clasifican a los  funcionarios en docentes  
(director, supervisor etc.,) y administrativos; por lo que los educadores al regirse por 
el estatuto docente tienen un régimen  especial (ley 91 de 1989,  ley 715 de 2001).  
 
Por su parte el artículo 15 de la Ley 715 de 2001 dispone: 
 

"Los recursos de la participación para educación  del sistema 
general de participaciones se destinaran a financiar la prestación 
del servicio educativo atendiendo los estándares técnico y 
administrativos, en las siguientes actividades: 
 
15.1 Pago de personal  docente y administrativo de las instituciones 
educativas públicas, las contribuciones inherentes a la nómina  y 
sus prestaciones sociales; 
 
15.2 Contribuciones a la infraestructura, mantenimiento, pago de 
servicios  públicos y funcionamiento de las instituciones 
educativas..." 

 
La Ley 91 de 1989, en su artículo 1º establece quienes son personal nacional y 
personal nacionalizado. 
 
Personal nacional: Son los docentes vinculados por nombramiento del Gobierno 
Nacional. 
 
Personal Nacionalizado: Son los docentes vinculados por nombramiento de 
entidad territorial antes del 1º de enero de 1976 y los vinculados a partir de esta 
fecha, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975. 
 
Personal Territorial: Son los docentes vinculados por nombramiento de entidad 
territorial, a partir del 1º de enero de 1976, sin el cumplimiento del requisito 
establecido en el artículo 10 de la Ley 43 de 1975. 
 
El proceso de nacionalización de la educación primaria y secundaria establecido por 
la Ley 43 de 1975, el cual se hizo en forma gradual se inició desde el 1º de enero 
de 1976 al 31 de diciembre de 1980, finalizado este, el personal docente y 
administrativo incorporado o vinculado a las plantas de personal del servicio 
educativo estatal, adquirió el carácter de empleados públicos del orden nacional. 
 
Y  en su artículo 15º, dispuso:  
 

“…A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente 
nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1º  
de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones. 
 
Parágrafo 2. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio no pagará las siguientes prestaciones que continuarán a 
cargo de la Nación como entidad nominadora, en favor del personal 
nacional o nacionalizado, vinculado antes o con posterioridad al 31 
de diciembre de 1989: Primas de navidad, de servicios y de 
alimentación, subsidio familiar, auxilio de transporte o movilización 
y vacaciones…” 

 
La Ley 60 de 1993, en su Artículo 6 dice: 
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 “Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 
de diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas 
y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido 
gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas 
vigentes”. 
 

Ahora bien, la Ley General de Educación o Ley 115 de 1994, en su artículo 126 
determina categóricamente que los educadores que ejerzan funciones de Dirección, 
Coordinación, de Supervisión e Inspectores, de Programación y Asesoría, son 
directivos docentes, es decir tienen carácter docente en cuanto a su vinculación y 
se rigen administrativa y salarialmente por el llamado Estatuto Docente; así lo afirma 
los Decretos No. 2277/79 y 1860/94. 
 
Con la entrada en vigencia de la Ley 115 de 1994, se produjo la descentralización 
administrativa, pasando a las entidades territoriales parte de las funciones del 
órgano estatal central, entre ellas la administración del servicio educativo, ejemplos 
Fondo Educativo Regional, Centro Experimental Piloto y la Oficina de Escalafón, 
entre otras. 
 
Posteriormente, por medio de la Resolución No. 0000002 de 2020, se reconoció el 
cumplimiento de requisitos por parte del Municipio de Mosquera,  para asumir la 
administración del servicio público educativo y se delega al Secretario de Educación 
de Cundinamarca para entregar dicho servicio.  
 
Así las cosas, se infiere que de acuerdo a la Ley General de Educación, Ley 115 de 
1994, determina categóricamente que los educadores que ejerzan funciones de 
dirección, Coordinación, Supervisión, e Inspección, Programación y Asesoría, son 
directivos docentes, es decir, tiene carácter  docente en cuanto a su vinculación y 
se rigen administrativa, salarial y prestacional por el llamado Estatuto docente; en 
concordancia con el Decreto 2277/79 y la Ley 115/94 sobre el régimen prestacional 
expuso: 
 

“…ARTÍCULO 175. PAGO DE SALARIOS Y PRESTACIONES DE 
LA EDUCACIÓN ESTATAL. Con los recursos del situado fiscal y 
demás que se determinen por ley, se cubrirá el gasto del servicio 
educativo estatal, garantizando el pago de salarios y prestaciones 
sociales del personal docente, directivo docente y administrativo de 
la educación estatal en sus niveles de educación preescolar, básica 
(primaria y secundaria) y media. Estos recursos aumentarán 
anualmente de manera que permitan atender adecuadamente este 
servicio educativo.  
 
PARÁGRAFO. El régimen salarial de los educadores de los 
servicios educativos estatales de los órdenes departamental, 
distrital o municipal se regirá por el Decreto-ley 2277 de 1979, la 
Ley  4 de 1992 y demás normas que los modifiquen y adicionen.”  

 
 

LEY 91 DE 1989-ARTICULO 115: 
 

La citada ley tuvo por objeto crear el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
Como su nombre lo indica, administra las PRESTACIONES y no los FACTORES 
SALARIALES de los educadores.  Si se hace una lectura detallada de la totalidad 
de  los artículos que componen dicha ley, siempre se habla de FACTORES 
PRESTACIONALES Y NUNCA DE SALARIALES.   
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En este orden de ideas, la Ley 91 de 1989, en su artículo 2º dispuso que  las 
prestaciones sociales del personal nacional y las causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente ley, así como los reajustes y las situaciones de 
pensiones son a cargo de la Caja Nacional de Previsión Social y el Fondo Nacional 
de Ahorro y en consecuencia seguirán siendo pagadas por dichas entidades, o las 
que hicieren sus veces. 
 
La demandante se refiere al artículo 15 de la citada ley, para justificar  el 
reconocimiento de la bonificación por servicios  a los educadores, pero esta norma 
sólo se refiere a las prestaciones así:   

“A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 
será regido por las siguientes disposiciones: Ver art. 6, Ley 60 de 1993 

1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de 
diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones económicas y 
sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido gozando 
en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.  

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 
1990, para efectos de las prestaciones económicas y sociales se 
regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del 
orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, 
o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta 
Ley. 

 
INAPLICABILIDAD DEL DECRETO 1042 DE 1978: 

 
Si bien el Consejo de Estado  ha inaplicado la  expresión “del orden nacional” 
contenida en el artículo primero de dicha norma, es necesario tener en cuenta dos 
factores especiales en el caso de la bonificación por servicios que impiden 
efectuarla: 

1. La división evidente  sobre  la inaplicabilidad de la norma mencionada, al 
interior de dicha Corporación, por lo cual no se configura el precedente por 
casos análogos,    siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional que 
al respecto ha establecido: Un precedente vinculante es aquel cuya  ratio 
deciden di (i) presenta una regla judicial relacionada con el caso a resolver; 
(ii) trata de un problema jurídico semejante, o a una cuestión constitucional 
semejante y (iii) los hechos del caso o las normas juzgadas son semejantes 
o plantean un punto de derecho semejante al que se debe resolver 
posteriormentei”.  (Negrilla fuera de texto). 
 

2. Existencia de precedente judicial con base en la declaratoria de exequibilidad 
del artículo 104 del decreto 1042 de 1978,  que exime textualmente a los 
docentes de la aplicación del decreto  aludido: En estas condiciones resulta 
contradictoria y excluyente la inaplicación de la expresión ya anotada, ya que  
la Corte Constitucional ha establecido los siguientes requisitos para que 
proceda la figura:  
 
a. Si existe precedente judicial, en especial  sentencia  de exequibilidad 

como en el presente caso, ésta hace tránsito a cosa juzgada y produce 
efectos erga omnes.  
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=274#1
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b. Prevalece sobre las sentencia proferidas por el Consejo de Estado porque 
la guardiana de la Constitución es la Corte Constitucional y por tanto es 
el juez natural de cierre.  

 
c. Por seguridad jurídica y en virtud del principio de cosa juzgada, una vez 

proferida la  sentencia de exequibilidad, no procede la  inaplicación, o 
viceversa. Sólo procede la inaplicabilidad de una norma si no hay 
sentencia de exequibilidad.  

 
d. La inaplicabilidad no excluye del  ordenamiento jurídico la norma 

inaplicada, teniendo efectos inter partes. De inaplicarse en este caso el 
decreto 21042 de 1998, se desconocería el efectos erga omnes de la 
sentencia C-566 de 1997.  

 
e. “…la Corte ha sostenido que para que surja en el operador jurídico la 

facultad de aplicar la figura de la excepción de inconstitucionalidad es 
menester que la incompatibilidad de la norma inaplicada con la 
Constitución política sea evidente1”. Dicha situación NO aplica al caso 
concreto.  

 
Con base en lo expuesto  se concluye que: 
  

1. El decreto 1042 de 1978,   excluye de forma  taxativa el reconocimiento de la 
bonificación por servicios prestados a los docentes  en su artículo 104. Dicha 
norma fue declarada exequible por la Corte Constitucional,  documento que 
se traduce en precedente judicial. Dicha norma en la actualidad se encuentra 
vigente. 
 

2. De acuerdo a la Constitución  (artículos  150 y 189) y la ley 4 de 1992, otorga 
la competencia al Congreso para crear por ley  los factores salariales y al 
Gobierno para reglamentarla. Dado que en la actualidad NO hay norma 
vigente  que regule dicho factor, el Municipio de Mosquera NO es el 
competente  por mandato de la Constitución y de la ley para reglamentar, 
reconocer y pagar motu propio dicho factor salarial. De adoptar 
procedimiento contrario,  los  eventuales actos administrativos serían nulos 
como ya lo  ha advertido  la ley, la Constitución y el Consejo de Estado en 
sus sentencias en violación a los artículos 4,  6 y 209 de la misma Carta. 
 

3. Igualmente, ha estimado el Consejo de Estado que el reconocimiento 
automático y/o por analogía de los factores prestacionales frente a los 
salariales no es posible porque su reglamentación está reservada al 
Congreso y no a los entes territoriales ni a los jueces, en virtud del principio 
de separación de poderes. 
 

4. Todo lo anterior, sin perjuicio de la descentralización de la educación, de la 
certificación de los municipios y la participación de los Departamentos  y en 
general de los entes municipales en el Sistema Educativo.  Lo anterior en 
complemento a que la educación es un servicio público a cargo de la Nación.  
 

5. No es posible  proceder a la inaplicación del decreto 1042 de 1978,  para la 
bonificación por servicios prestados porque existe sentencia de exequibilidad 
respecto al artículo 104, lo cual hace excluyente la figura, en virtud de los 
efectos de cosa juzgada, y efectos erga omnes de la sentencia emitida por la 
Corte Constitucional. 
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Sobre el tema me permito traer a colación, la posición asumida por el C.P. Dr 
CERVELEON PADILLA LINARES, Consejero del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CUNDINAMARCA – SECCION SEGUNDA – SUNSECCION “D”, proceso 
25899333300120130005801, demandante TERESA DE JESUS VELASQUEZ DE 
BAJARANO, que dice: 

“(…) 

“Así las cosas, se tiene que el nuevo Estatuto de profesionalización 
Docente, consagró una regulación para los docentes estatales, conforme 
al grado o nivel de escalafón Nacional Docente, a través de una tabla 
única nacional de salarios, por lo que es claro el régimen especial que ha 
tenido la docencia y que por tal razón no le es aplicable decretos ni leyes 
expedidos para los empleados públicos en general, como lo es aplicable 
el Decreto 1042 de 1978, ya que si bien es cierto, se expidió para los 
empleados públicos que desempeñen  las distintas categorías de 
empleos  de los Ministerios, Departamentos Administrativos, 
Superintendencias, Establecimientos Públicos, Unidades Administrativas 
Especiales, ciertamente es que, en su artículo 104, excluye  
taxativamente la aplicación de dicha normatividad la personal 
docente de los distintos organismos de la rama ejecutiva, razón por 
la cual le es aplicable a la aquí demandante.” )Subrayas y negrilla fuera 
de texto) 

PROHIBICION DE MODIFICAR O ADICIONAR LAS ASIGNACIONES 
SALARIALES 

 
El Decreto 0827 del 25 de Abril de 2012, Expedido por el Presidente de la República 
“Por el cual se modifica la remuneración de los servidores públicos docentes y 
directivos al servicio del Estado en los niveles de preescolar, básica y media que se 
rigen por el el Decreto – Ley 2277 de 1979, y se dictan otras disposiciones de 
carácter salarial para el sector educativo estatal”. 
 
En su artículo 18 señala: 
 

“ARTICULO 18. Prohibición de modificar o adicionar las 
asignaciones salariales. 
 
De conformidad con el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992, ninguna 
autoridad del orden nacional o territorial podrá modificar o adicionar 
las asignaciones salariales establecidas en el presente decreto, 
como tampoco establecer o modificar el régimen de prestaciones 
sociales de los docentes y directivos docentes al servicio del 
Estado. 
 
Cualquier disposición en contrario carecerá de todo efecto y 
no creará derechos adquiridos”. 

 
De acuerdo con la anterior norma, el municipio de Mosquera como autoridad 
territorial, le está prohibido modificar, adicionar o crear asignación salarial diferente 
a la establecida por el Decreto 0827 del 2012, y la bonificación de servicios como 
tal, sería una asignación salarial que a la luz del artículo 18 carecería de todo 
efecto y no crearía derechos adquiridos. 
 
De la lectura del Decreto en mención, no habla de BONIFICACION DE 
SERVICIOS, luego legalmente no existe.  
 



 

 

 
Secretaría  Jurídica 
Mosquera - Cundinamarca 
Cra 2 N°. 2 - 68 - Segundo Piso 
Tel: 8931114 Ext: 119 
Código Postal: Urbano-250040 // Rural-250047 

 

Así las cosas, el municipio de Mosquera, Secretaria de educación, no tiene la 
competencia, potestad, u obligación de reconocer una bonificación de servicios que 
no existe en dicho decreto. 
 

 
BONIFICACION POR SERVICIOS PRESTADOS 

 
El Decreto 451 del 23 de Febrero de 1984 “Por la cual se dictan disposiciones en 
materia salarial para el personal que presta servicios en los Ministerios, 
Departamentos Administrativos, Superintendencias, Establecimientos Públicos y 
Unidades Administrativas del orden Nacional”. En su artículo 2° dice: 
 

“ARTICULO 2°. La bonificación por servicios prestados a que tienen 
derecho los empleados que trabajan en las entidades a que se 
refiere el artículo 1° de este Decreto será equivalente al cincuenta 
por ciento (50%) del valor conjunto de la asignación básica, los 
incrementos por antigüedad y los gastos de representación que 
correspondan al funcionario en la fecha en que se cauce el derecho 
a  percibirla, siempre que no devengue una remuneración mensual 
por concepto de asignación básica y gastos de representación 
superior a cincuenta mil pesos               ($ 50.000). 
 
Para los demás empleados la bonificación por servicios prestados 
será equivalente al treinta y cinco (35%) del valor conjunto de los 
tres (3) factores de salario en el inciso anterior. 
 
ARTICULO 4°. Las normas de este Decreto no se aplicarán: 
 
b) Al personal docente de los distintos organismos de la Rama 
Ejecutiva.” 
 

De conformidad a lo previsto en el artículo por el artículo 1° de del Decreto 1042 de 

1978, solo rige para los trabajadores del orden NACIONAL y no TERRITORIAL, 

ratificado mediante Sentencia C-402 de 3 de julio de 2013 que  declaró exequible la 

expresión “del orden nacional”. 
 
Con relación a la solicitud de BONIFICACION POR SERVICIOS PRESTADOS, se 
tiene tal y como lo expresa en sentencia del 17 de Julio de 2014, el Consejo de 
Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quita, el C.P. Dr ALBERTO 
YEPES BARREIRO, dentro del proceso radicado con el N° 11001-03-15-000-2013-
0247-01, dentro de la impugnación hecha por la parte actora Jorge Eduardo 
Ceballos Rios y Otros, contra el Tribunal Administrativo de Caldas, dice, al referirse 
al caso concreto lo siguiente: 

 
“Para resolver, la Sala precisa que el tema relacionado con el 
reconocimiento de bonificación por servicios prestados a los 
empleados públicos del orden territorial no ha sido pacífico, toda 
vez que existen posiciones divergentes sobre el particular como 
pasa a explicarse: 
 
De un lado, algunas autoridades judiciales han afirmado que si bien, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 1° del Decreto 1042 
de 1978, resulta evidente que la bonificación de servicios prestado 
fue establecido a favor de los servidores del orden nacional, en aras 
de garantizar el derecho a la igualdad contenido en el artículo 13 
de la Constitución Política, las prerrogativas reconocidas por el 
Decreto 1042 de 1978, a los empleados públicos de este orden, 
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deben entenderse a lo del orden territorial, por lo que la expresión 
“del orden nacional”  contenida en el artículo 1° debe inaplicarse por 
inconstitucional. 
 
De otra parte se ha sostenido que no es cierto que en virtud del 
Decreto 1919 de 2002 sea posible extender el derecho a la 
bonificación por servicios prestados a los servidores de los 
departamentos en cuanto el referido marco normativo se 
circunscribe al régimen prestacional de los servidores públicos y 
no al salarial. Así, como quiera que de acuerdo con el artículo 42 
del Decreto 1042 de 1978 la bonificación por servicios prestados es 
un beneficio salarial y no prestacional, no puede aplicarse a los 
empleados públicos del nivel territorial. 
 
Adicionalmente, se tiene que, habida consideración de que la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-402 de 3 de julio de 2013 
declaró exequible la expresión “del orden nacional”, contenida en el 
artículo 1° del Decreto 1042 de 1978 ya no es dable ningún 
interprete, como se explicó en líneas anteriores, aplicar la excepción 
de inconstitucionalidad y mucho menos la ratio decidendi de las 
sentencias que en su oportunidad se aplicaron”. 

 
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta que la Bonificación por Servicios 
Prestados se aplica a empleados del nivel Nacional, no del Territorial, en virtud a lo 
previsto en el artículo 1° del Decreto 1042 de 1978, como se ha mencionado se 
solicita: 
 
Por lo anterior solicito acoja las  razones expuestas y como consecuencia, se niegue 
las pretensiones de la demanda. 
 
Para concluir y como resultado del estudio juicioso efectuado por la Sala de lo 
Contencioso Administrativo  
 
Por lo expuesto, solicito a la Honorable Juez, despachar desfavorablemente las 
súplicas de la demanda. 
 
 

VII. EXCEPCIONES: 
 
Como excepciones se  proponen las siguientes: 
 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: 
 
El  llamado a responder en el presente caso es el Ministerio de Educación Nacional, 

por cuanto como se ha manifestado anteriormente, corresponde al  Gobierno 

Nacional reglamentar el tema de la bonificación por servicios prestados. Lo anterior 

en concordancia con lo establecido  en la Carta Política, artículos 150 y 189, y la ley 

4 de 1992,  artículos 1 y 10. Este último artículo textualmente establece: “Todo 

régimen salarial o prestacional que se establezca contraviniendo las disposiciones 

contenidas en la presente Ley o en los decretos que dicte el Gobierno Nacional en 

desarrollo de la misma, carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos”.  

 
Adicionalmente, la Constitución Política en su artículo 150 numeral  1, literal c en 
concordancia con la ley 4 de 1992, establecieron que  el régimen salarial de los 
docentes nacionales y nacionalizados se pagan con recursos del  situado fiscal,  por 
cuanto dicho régimen lo fija el Gobierno Nacional y no  los entes territoriales.   
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Es por ello que  la eventual reglamentación, reconocimiento y pago  de la 
bonificación por servicios prestados de los educadores  vienen siendo  impulsados 
por parte del Ministerio de Educación y el Departamento Administrativo de  la 
Función Pública y no por el Municipio de Mosquera. Toda vez que es el llamado a 
responder a las pretensiones de la demanda, por lo que el Municipio de Mosquera 
no ostenta la competencia para reglamentar, reconocer y pagar  con sus recursos  
salarios ni prestaciones de los docentes, desvinculando del Municipio de Mosquera. 
 
De otra parte, no puede dejarse de lado que la actora es docente nacional, vinculada 
por nombramiento del Gobierno Nacional, es decir, que su salario es pagado con 
recursos del Sistema General de Participaciones y no con recursos del Municipio. 
 
En efecto, por la Ley 43 de 1975, la educación primaria y secundaria que se venía 
prestando por parte de las entidades territoriales y los departamentos, se 
nacionalizó, con lo cual los gastos que se ocasionaran y que sufragaran los 
departamentos, intendencias, comisarías, el Distrito Especial de Bogotá y los 
municipios, serían de cuenta de la Nación (artículo 1), facultando al Presidente de 
la República para determinar el régimen salarial y de prestaciones sociales de los 
docentes nacionales y nacionalizados. 
 
Posteriormente, la Ley 60 de 1993, por la cual se descentralizó la educación, los 
docentes nacionales y nacionalizados se denominaron del orden nacional, 
departamental, distrital o municipal, donde las obligaciones contraídas por la 
prestación de sus servicios se pagarían con recursos del situado fiscal, entendido 
como el porcentaje de los ingresos corrientes de la Nación que sería cedido, entre 
otros, a los departamentos  para la atención de los servicios públicos de educación, 
dictaminando, que para su administración, los departamentos deberían obtener una 
certificación del Ministerio de Educación previo cumplimiento de los requisitos allí 
dispuestos y hasta tanto no se obtuviera tal certificación la administración del fisco 
educativo era de cargo de la Nación. 
 
La disposición del situado fiscal para el sector de la educación fue ratificada por la 
Ley 115 de 1994, Ley General de la Educación, indicando que el régimen salarial 
de los educadores de los servicios educativos estatales de los órdenes 
departamental, distrital o municipal se regirán por el Decreto Ley 2277 de 1979 y la 
Ley 4 de 1992 y las norma que los modifiquen y adicionen. 
 
Con la expedición de la Ley 715 de 2001, por la cual se organiza la prestación de 
los servicios de educación y salud, entre otros, derogó la Ley 60 de 1993  por el 
cumplimiento de la aludida certificación por parte de las entidades territoriales, 
determinó que los recursos del Sistema General de Participaciones, constituido por 
los recursos que la Nación transfiere a las entidades territoriales, para la financiación 
de los servicios de la educación y otros, determinó que estos se destinarán a 
financiar la prestación del servicio educativo atendiendo los estándares técnicos y 
administrativos, como el pago del personal docente y administrativo de las 
instituciones educativas públicas, las contribuciones inherentes a la nómina y sus 
prestaciones sociales. 
 
De la normatividad anterior descrita, se tiene que desde la Ley 43 de 1975, la 
facultad nominadora, el régimen salarial de los docentes nacionales y 
nacionalizados, está a cargo de la Nación y actualmente, los departamentos, 
distritos y municipios certificados (como lo es Mosquera), son los encargados 
de administrar los recursos para la prestación del servicio educativo destinado por 
intermedio del Sistema General de Participaciones.  
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De  conformidad a  lo  anteriormente dicho quien está llamada a responder en el 
presente caso es el Ministerio de Educación Nacional,  por cuanto corresponde al 
Fondo Nacional de Prestaciones pagar salarios y prestaciones a los docentes,  sin 
embargo,  en el evento de que se accede a las pretensiones de la demanda  sus 
salarios y prestaciones serán pagados con cargo a recursos provenientes del 
Sistema General de Participación por parte del Ministerio de Educación y no del 
Municipio de Mosquera. 
 
Por lo anterior solicito de manera respetuosa se declare prospera la presente 
excepción por cuanto es la Nación- Ministerio de Educación Nacional el encargado 
del pago de las prestaciones a los docentes, como se ha manifestado y probado 
anteriormente.  
 
 
- COBRO DE LO NO DEBIDO. 
 
La Alcaldía de Mosquera - Secretaria de Educación no adeuda ninguna suma de 
dinero a la parte demandante y todos los salarios y emolumentos, prestaciones 
sociales ha viendo percibiendo la remuneración que legalmente la corresponde de 
acuerdo al grado del escalafón, a las disposiciones vigentes al momento de su 
nombramiento así como las demás prestaciones y gratificaciones a que legalmente 
tiene derecho, sumas estas que paga la Nación-Ministerio de Educación 
Nacional, quien es el ente encargado de pagar los emolumentos, primas 
provenientes del Sistema General de Participación, en donde su situación jurídica 
está regida por un Régimen Especial diferente, como se ha manifestado 
anteriormente.  
 
LEGALIDAD DEL ACTO ACUSADO. 
 
El acto demandado, no ha sido violatorio de las normas indicadas por el 
demandante, porque aquéllas mismas se advierte, que su fundamento radica en la 
aplicación de norma constitucional y leyes vigentes.  
 
- FALTA DE CAUSA. 

 
Por no existir normatividad que obligue a la administración a pago alguno, no existe 
motivo que sustente la prestación reclamada, por consiguiente, no es posible 
realizar reconocimiento alguno hasta tanto no exista normatividad que así lo 
exprese. En conclusión la demandante, no tiene justo título para reclamar derechos 
laborales distintos a los que le son reconocidos y cancelados,  
 
 
 
 
- PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS LABORALES:  
 
Atendiendo el artículo 448 del Código de Procedimiento Civil, solicito al Despacho 
se declare la prescripción de los derechos causados  solicitados por la demandante, 
de conformidad con las normas vigentes que rigen las relaciones prestacionales. 
Por ende, las reclamaciones  que superen los tres años están llamadas a la 
declaración de prescripción. 
 
-GENÉRICA O INNOMINADA:  
 
Las que se hallen probadas en el curso del proceso, de conformidad con lo 
expresado en el artículo 306.- RESOLUCION SOBRE EXCEPCIONES. Artículo 
derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a partir del 
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1° de enero de 2014, en los términos del numeral 6) del artículo 627, cuando el juez 
halle probados los hechos que constituyen una excepción, deberá reconocerla 
oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad 
relativa que deberá alegarse en la contestación de la demanda.  
 
Solicito al Honorable Juez, se declaren probadas las excepciones que resulten 
demostradas en el curso del proceso.  

 

VIII. PRUEBAS 
 
Solicito se tengan como pruebas las siguientes: 
 

1. Formato Único para la Expedición de Certificado De Salarios descargado del 
Sistema Humano, expedido por el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, en el cual consta su cargo como docente y 
los factores salariales que devenga.  

2. Copia del radicado SAC 2018PQR6951 
3. Copia oficio No. 1106.23 – 1683 

 
 

IX. NOTIFICACIONES: 
 
Mi representada las recibe a través del correo electrónico 

notificacionesjudiciales@mosquera-cundinamarca.gov.co, en la secretaría de su 

Despacho o en la carrera 2 N° 2- 68 Mosquera Cundinamarca. 

 

Al suscrito apoderado a través del correo electrónico velasco.mosq@gmail.com  

 

 

Del Señor Juez, 

 

 

 

 

GUILLERMO VELASCO TOVAR 

T.P. 159.715 del C.S.J. 

 

 

 
 

i CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-086 DE 2007, MP: MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA,  
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GUILLERMO VELASCO <velasco.mosq@gmail.com>

OTORGAMIENTO DE PODER 
1 mensaje

Secretariajuridica mosquera-cundinamarca <secretariajuridica@mosquera-
cundinamarca.gov.co>

13 de enero de 2023,
15:40

Para: GUILLERMO VELASCO <Velasco.mosq@gmail.com>

Señores: 

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE FACATATIVÁ

Referencia:              PODER        

Proceso No:            2019-00036-00

Demandante:          LADY RUTH TRIANA

Demandado:           MUNICIPIO DE MOSQUERA

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

 

GINA ELIZABETH MORA ZAFRA, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.270.672 expedida en
Bogotá, en calidad de Secretaria Jurídica de la Alcaldía de Mosquera, nombrada por Decreto 040 del 9 de enero de 2020
y según consta en acta de posesión No. 027 del 9 de enero de 2020, de conformidad con las facultades otorgadas
mediante Decreto de Delegación No. 204 del 6 de junio de 2022, manifiesto a su despacho que confiero poder especial
amplio y suficiente al Doctor GUILLERMO VELASCO TOVAR, identificada con la cédula de ciudadanía número 
79.686.733  expedida en Bogotá D.C, abogado en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional No. 159.715 expedida por
el C.S.J,  para que ejerza la defensa del Municipio de Mosquera, en la demanda de la referencia.   El poder aquí
conferido se otorga en los términos del artículo 5º de la Ley 2213 de 2022.

 

La dirección de correo electrónico del apoderado para recibir comunicaciones y notificaciones es
velasco.mosq@gmail.com y su número de teléfono celular es 3182175077.

El Municipio de Mosquera – Cund., recibe notificaciones en el correo electrónico notificacionesjudiciales@mosquera-
cundinamarca.gov.co

En desarrollo del presente mandato, el apoderado queda facultada para notificarse, sustituir, transigir, recibir, contestar,
conciliar, desistir, renunciar y en general con todas las atribuciones inherentes al presente conforme a lo dispuesto en
el artículo 77 del Código General del Proceso.

 

Sírvase reconocerle personería en los términos y para los fines aquí señalados.

 

 

 

GINA ELIZABETH MORA ZAFRA

Secretaria Jurídica de Mosquera

C.C No. 52.270.672 de Bogotá

mailto:velasco.mosq@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@mosquera-cundinamarca.gov.co


--  

De antemano, agradecemos el diligenciamiento de la encuesta de satisfacción de la atención brindada, en el siguiente link  https://tramites-
mosquera.gov.co/Ciudadanos/Paginas/Encuesta-Satisfaccion.aspx

Es importante resaltar que se debe marcar la dependencia a la que solicitó el servicio, la cual corresponde a la SECRETARÍA JURIDICA.

https://tramites-mosquera.gov.co/Ciudadanos/Paginas/Encuesta-Satisfaccion.aspx

